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RESOLUCIÓN DE PROCEDIMIENTO SANCIONADOR POR INFRACCIÓN
DE LA NORMATIVA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES

Resolución RPS-2026/040

Procedimiento Sanciona-
dor

PS-2025/041

Expediente RCO-2023/159

Entidad incoada Dirección General de Asistencia Sanitaria y Resultados en Salud

Motivo de la reclamación Cesión de datos del historial clínico de datos de salud del reclaman-
te, a petición de policía local en relación con un accidente de tráfico

Artículos afectados Artículo 6 RGPD

Abreviaturas:
RGPD. REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 27 de abril de 2016 relativo a la
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de es -
tos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos)
LOPDGDD. Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos
digitales.
LOPDP. Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de prevención,
detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales.
LTPA. Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía
ESTATUTOS CTPDA. Estatutos del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía, aprobados por
Decreto 434/2015, de 29 de septiembre.
LPAC. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas
LRJSP. Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
ENS. Real Decreto 311/2022, de 3 de mayo, por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad.

ANTECEDENTES

Primero. Presentación de la reclamación.

1. Con fecha 15 de septiembre de 2023, tuvo entrada en el Consejo de Transparencia y Protec-
ción de Datos de Andalucía (en adelante, el Consejo) reclamación por una presunta infracción
de la normativa de protección de datos personales.

La reclamación se presentó originariamente ante la Agencia Española de Protección de Datos,
dando esta traslado de la misma al Consejo por ser la autoridad de control competente en su
tramitación.

2. La persona reclamante expone como motivo de la reclamación:

“ […] Tras un accidente de tráfico soy llevado al centro de salud de nnn por la Policía Local
de nnn. En el atestado policial consta: después de solicitar el informe médico en el centro
de salud se pudo comprobar que ya en su historial constaba antecedentes de [...] y ante-
cedentes [...]. Se adjuntan al presente. 
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Todo ello me ha perjudicado en el procedimiento sancionador administrativo y en el proce-
so penal. 
Os adjunto pantallazos de esa parte del atestado policial. Aunque os lo puedo pasar entero
si me decís cómo hacerlo. […]”.

Se aportaba junto a la reclamación: 

-Captura de pantalla relativa al Atestado [N] levantado por la Policía Local de nnn con fecha dd/mm/aa.
- Captura de pantalla de un Informe médico de atención al reclamante referido a dicha fecha.
-Captura de pantalla de un informe del Hospital nnn referente al reclamante y de fecha del año
anterior.

3. Con fecha 3 de octubre de 2023 se formuló, de acuerdo con el contenido de la reclamación y
conforme a lo previsto en el artículo 73 LPAC, requerimiento a la persona reclamante de “acre-
ditación documental completa del atestado policial “.

En respuesta a dicho requerimiento la persona reclamante aportó, manifestando que se habían ce-
dido sus datos sin autorización a la Policía por parte del médico, diversa documentación relativa
al Atestado policial referido, así como documento judicial de Diligencias Previas n.º [N], corres-
pondientes al Juzgado de Instrucción nº n de Huelva relativo al reclamante.

En dicho atestado se observa que en el apartado de “diligencia de disposición “ se indica:

“[...] se fundamente el presente atestado en la elaboración de un acta de signos externos
para la determinación de la centro de salud de nnn, los cuales se adjuntarán al presente.
[...]”.

     En el apartado de “Diligencia explicativa valoración actas síntomas externos” del mismo
atestado se indica:

“[...]Tras los hechos relatados y después de solicitar el informe médico en el centro de
salud se pudo comprobar que ya en su historial constaba antecedentes de [...] y tratamien-
to [...]. Se adjuntan al presente.”.

Igualmente en el apartado de “Diligencia de terminación y remisión” se indica que se remite el
atestado al Juez Titular del Juzgado de Instrucción n.º n de Huelva, así como copia a la Fiscalía
de Seguridad Vial. Junto al atestado se remite:

“[...]
-Acta de síntomas externos para la determinación de la influencia de [...] en la conducción,
(tres folios).
-Copia del informe de asistencia del centro de salud nnn
-Copia del informe de alta del Hospital nnn. (tres folios)
-Copia de documentos donde se relaciona medicación actual”

En el documento de “Acta de signos externos par la determinación de la influencia de [...] en la
conducción” ,  consta un apartado en  el que un agente con formación específica señala “En su
historia le consta haber sido tratado anteriormente en urgencias y [especialidad médica] por
[causa del tratamiento]”.

Igualmente consta en el informe médico del centro de salud,“ Visor clínico, SUAP de nnn “, que
corresponde a la asistencia prestada al reclamante por los hechos que generaron el atestado,
y en el que se indica el apartado “Anamnesis recogidas”:
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“paciente quien es traído por personal de la policía quien lo encuentra involucrado en acci-
dente de tráfico. Paciente se observa bajo la influencia de [...], [síntoma], [síntoma], en su
historial varias ocasionales trasladado y manejado por urgencias y y [especialidad médica]
por [causa del tratamiento][...]”.

Además se aportaba un “Informe de alta de urgencia” del Hospital nnn, correspondiente a dd/
mm/aa, relativo a los antecedentes anteriores.

Segundo. Traslado previo al Delegado de Protección de Datos (DPD). Arts 37.1 y  65.4 
LOPDGDD. 

1. El 30 de octubre de 2023 se dio traslado de la reclamación al DPD de la entidad reclamada para
que, en el plazo máximo de un mes, informara en relación con las circunstancias expuestas en la
misma, las medidas existentes en el momento de producirse los hechos, así como de las medidas
que se hubieran podido adoptar tanto en relación con lo expresado en la reclamación como, en su
caso, para que no se produjeran situaciones similares en el futuro y otras informaciones y docu-
mentación.

2. Con fecha 4 de diciembre de 2023, se recibe escrito del DPD de la entidad reclamada que remite
informe de la Dirección General de Asistencia Sanitaria y Resultados en Salud- Distrios Sanitarios
Huelva- en el que se manifiesta:.

“[...] se informa que, tal y como se recoge en la normativa vigente, por parte de la direc-
ción del Centro de Salud de nnn, se facilitaron los datos del historial de salud del reclaman-
te y requeridos por la policía local (cuerpos de seguridad del estado), quedando limitado
estrictamente a los fines específicos por los que los solicitaron”.

Tercero.  Admisión  a trámite  de la  reclamación  y apertura  de Actuaciones Previas  de
Investigación (arts. 65.5 y 67.1 LOPDGDD; Art. 55.2 LPAC).

El 18 de abril de 2024 el Director del Consejo, transcurrido el plazo de tres meses desde que la re-
clamación tuvo entrada en este Consejo sin que se hubiera dictado acuerdo expreso en relación
con la admisión o inadmisión a trámite de la misma, acordó el inicio de actuaciones previas de in-
vestigación, a los efectos de lograr una mejor determinación de los hechos y circunstancias rele-
vantes que justificaran la incoación de un posible procedimiento sancionador. 

Cuarto. Sobre las Actuaciones Previas de Investigación. 

1. Con el objeto de completar la información relacionada con los hechos denunciados, el 18 de abril
de 2024, se requirió al órgano reclamado para que remitiera información y documentación sobre
las causas que habían motivado la incidencia y las actuaciones llevadas a cabo en relación con la
reclamación. 

El contenido del citado requerimiento es el siguiente: 

“[…] 1. Información de la existencia de la autorización judicial para comunicar los datos de
salud del reclamante a la Policía Local de nnn y, en su caso, copia de la misma. 

2. En caso negativo, justificación de la legitimación desde el punto de vista de la normativa
en materia de datos personales, para comunicar los datos de salud del reclamante a la Po-
licía Local de nnn. 
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[...]

4. Protocolos o instrucciones existentes sobre la comunicaciones de datos a las Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad, Unidades de Policía Judicial, Fiscalía u órganos judiciales. [...]”

2. El 10 de junio de 2024, la entidad reclamada remite contestación al requerimiento donde, en rela-
ción a los hechos denunciados, aduce  que aporta informe nuevamente de la Dirección General de
Asistencia Sanitaria y Resultados en Salud- Distritos Sanitarios Huelva- que señala:

“[...]1. No nos consta que existiera autorización judicial para comunicar los datos sanitarios
del reclamante a la Policía Local de nnn.

2. No obstante, la colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado es una
obligación de la Administración Sanitaria siempre que sea específica, motivada y dirigida a
la prevención de un peligro real y grave para la seguridad pública o para la represión de in-
fracciones penales, como era el caso que nos ocupa.

3. La actividad de tratamiento de datos corresponde a la Historia de Salud del Sistema
Sanitario Público de Andalucía.

4.  El Servicio Andaluz de Salud dispone de un protocolo que explica el procedimiento de
Petición de datos sanitarios por los Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado disponible
internamente en la carpeta de Procedimientos de Atención a la Ciudadanía.

5. No nos consta que al menos recientemente se haya impartido en nnn formación actuali-
zada en relación al punto anterior. Aunque si está disponible con carácter mensual el curso
de Protección de Datos mediante teleformación para todos los profesionales del Distrito.

6. El responsable del tratamiento de datos es la Dirección General de Asistencia Sanitaria y
Resultados en Salud del Servicio Andaluz de Salud.

7. Desde esta Dirección Gerencia se ha pedido a la Unidad de Atención al Ciudadanía un
recordatorio a todos los centros de este Distrito sobre los procedimientos de petición de
datos sanitarios por los Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.”.

3. Con fecha 17 de octubre de 2024 desde este Consejo se hizo un nuevo requerimiento al órgano re-
clamado. Concretamente se le indicaba:

“[...] 1-En el escrito,anteriormente remitido, del Gerente del Distrito HCCC de 16 de mayo
de 2024 y en relación con nuestro requerimiento de: “4-Protocolos o instrucciones existen-
tes sobre la comunicaciones de datos a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, Unidades de
Policía Judicial, Fiscalía u órganos judiciales”, se nos contestó, simplemente y sin aportar
documento alguno: 

“4' El Servicio Andaluz de Salud dispone de un protocolo que explica el procedimiento de
Petición de datos sanitarios por los Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado disponible
internamente en la carpeta de Procedimientos de Atención a la Ciudadanía.“. 

Consecuentemente, desde este Consejo se requiere copia del citado Protocolo vigente en
el momento de los hechos, acerca de la entrega de datos sanitarios a terceros ( Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad del Estado), así como y en su caso, una versión posterior y vigente
en la actualidad. [...]”.

Página 4 de 20. Resolución RPS-2026/040, de 08 de junio - PS-2025/041 - RCO-2023/159      
www.ctpdandalucia.es



Documento apto para ser publicado en el Portal del Consejo

4. Con fecha 27 de noviembre de 2024 tiene entrada en este Consejo respuesta del órgano recla-
mado consistente en un texto del Gerente del Distrito en el que se indica:

“Adjunto remito protocolo solicitado por el Portal de Transparencia, que se encuentra fácil-
mente accesible en la carpeta de Normativas y Procedimientos del Botón Rojo de nuestro
Distrito, y que además, también se encuentra disponible en la carpeta de procedimientos
de atención  a la  ciudadanía  via  web https://acprocedimientospro.sas.junta-andalucia.es/
system/files/documentacion/ protocolo_entrega_documentacion_clinica_112017.pdf“.

Igualmente  adjunta  un  protocolo  denominado  “La  entrega  de  datos  sanitarios  al  no
titular””Análisis de supuestos prácticos “ en el que se indica también “Revisión 2017”.

Dicho Protocolo cuenta con un apartado dedicado a “II. Petición por las fuerzas y cuerpos de
seguridad del Estado. La policía judicial.”. En el mismo se indica lo siguiente:

“[...]
 Solicitudes de documentación realizadas por la policía judicial sin la existencia de previo
requerimiento judicial o del Ministerio Fiscal: en este supuesto, que será el que mayor tipo
de dudas genere habitualmente a los gestores, la AEPD entiende que dicha cesión es posi-
ble, a tenor de lo previsto en el art. 22.2 de la LOPD, que ya se ha visto, siempre que la pe-
tición sea concreta y específica, y se encuentre debidamente motivada 11. 
[...]”. 

Quinto.  Acuerdo de inicio  de procedimiento sancionador.  (arts.  68 LOPDGDD;  Art.  64
LPAC). 

1. El 16 de junio de 2025 el director del Consejo dictó Acuerdo de Inicio de procedimiento sancionador
contra la Dirección General de Asistencia Sanitaria y Resultados en Salud, con CIF NNNNN, por la
presunta infracción del artículo 6 RGPD, tipificada en el artículo 83.5.a) RGPD, y calificada a efectos
de prescripción en el artículo 72.1.b) LOPDGDD.

2. Notificado el acuerdo de inicio al órgano reclamado el 16 de junio de 2025, éste presentó ale-
gaciones en las que  nos remitía un informe de la Dirección General de Asistencia Sanitaria y
Resultados en Salud – DISTRITOS SANITARIOS HUELVA. 

Dicho informe simplemente señalaba:

“En respuesta a la solicitud de información sobre el asunto referido en el encabezamiento,
comunicar que nos reiteramos en los escritos remitidos el 16 de Mayo de 2024 y en el del
día 11 de Noviembre de 2025.”.

A dicho informe se acompañaba un documento como anexo, correspondiente a los “Procedi-
mientos para la atención ciudadana”, concretamente el titulado “Peticiones formuladas por los
cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado”. Dicho documento señala:

“[...]Fecha de actualización
01 de marzo de 2023

Definición 

Se describen los trámites a seguir para atender las peticiones que realizan los Cuerpos y
Fuerzas de Seguridad del Estado, en el ejercicio de sus funciones de policía judicial, relati-
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vas a asistencias sanitarias prestadas, estancias hospitalarias, datos que constan en las
historias de salud, datos de carácter personal, etc. 

Información adicional 

La cesión de los datos de salud se encuentra regulada, fundamentalmente, por la Ley Or-
gánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los de-
rechos digitales y por la Ley 41/2002, de 14 de noviembre , básica reguladora de la auto-
nomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documenta-
ción clínica. 

Esta legislación se complementa con la relativa a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del
Estado, al Poder Judicial y demás, que resultan aplicables a este procedimiento, reseñadas
también en el apartado “Normativa”. 

La colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, es una obligación que
tiene la administración sanitaria, siempre y cuando, se cumplan una serie de requisitos: 

Que quede debidamente acreditado que la obtención de los datos resulta necesaria
para la prevención de un peligro real y grave para la seguridad pública o para la re-
presión de infracciones penales y que, tratándose de datos especialmente protegi-
dos, sean absolutamente necesarios para los fines de una investigación concreta. 

Que se trate de una petición concreta y específica, al no ser compatible con lo se-
ñalado anteriormente el ejercicio de solicitudes masivas de datos. 

Que la petición se efectúe con la debida motivación, que acredite su relación con
los supuestos que se han expuesto. 

No es exigible lo anterior, dado que está amparada por la LOPD y GDD, cuando la petición
viene avalada con la aportación de un requerimiento judicial, debiéndose actuar en este
caso, conforme a lo exigido por el órgano jurisdiccional o Ministerio Fiscal correspondiente.

Debemos aclarar que bajo el concepto de Policía Judicial se comprenden, cuando menos,
dos acepciones distintas: de una parte, un conjunto de funciones asumidas por los Cuerpos
y Fuerzas de Seguridad del Estado; de otra,  determinadas unidades especializadas del
Cuerpo Nacional de Policía y de la Guardia Civil, a las que alude la Ley Orgánica 2/1986, de
13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

 Tramitación 

1. Solicitud: 

La solicitud debe ser por escrito y contener la siguiente información:

 Identificación de la entidad peticionaria (Policía Nacional, Guardia Civil,  Unidad,
etc.) 
Datos identificativos de la persona solicitante (número de placa o nombre y apelli-
dos, así como puesto que ocupa)
 Datos identificativos unívocos de la persona afectada por la solicitud (en caso de
que no dispongan de ellos, deben de aportar la máxima información que nos per-
mita identificarla sin ninguna duda) 
Dato o datos concretos que solicitan 
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Motivación de la petición de acuerdo a los requisitos expuestos en el apartado de
“Información adicional” 

En caso de que la solicitud venga acompañada de un requerimiento judicial o fiscal, como
hemos referido en el apartado de “Información adicional”, debemos atenernos a lo requeri-
do por el órgano jurisdiccional o Ministerio Fiscal, siendo imprescindible que esté identifica-
da la persona titular de los datos que se van a facilitar, acorde a lo descrito anteriormente. 

[…]

Documentos 

■ Informe de la Asesoría Jurídica sobre la viabilidad de proporcionar a la policía informa-
ción sobre posible ingreso en centros sanitarios del Servicio Andaluz de Salud (2008-202-
AS-CE) 
■ Informe de la Asesoría Jurídica sobre la viabilidad de proporcionar de manera inmediata
a la policía judicial de copias de informes médicos (2003-0136-VA-SC) 
■ Informe de la Asesoría Jurídica sobre utilización de medios para formular solicitudes los
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, y para remisión de la información (2015-0477-
ASS-CE) 
■ Protocolo de Asesoría Jurídica del SAS "La entrega de datos sanitarios a terceros. Análi-
sis de supuestos prácticos". Actualización 2017. Pendiente de revisión 

Normativa 

■ Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016
relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos
personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/
CE (Reglamento general de protección de datos). Diario Oficial de la Unión Europea L 119,
(4/5/2016) 

■ Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de
derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica. (BOE núm.
274, de 11/11/2002) Texto consolidado: Última modificación el 01 de marzo de 2023 

■ Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía
de los derechos digitales (BOE núm. 294, de 6 de diciembre). Texto consolidado: Última
modificación 21 de febrero de 2023 

 ■ Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. Texto consolidado: Última modifi-
cación: 25 de julio de 2019 (1.35 MB) 

■ Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad. (BOE núm. 102 del 29/04/1986). Texto
consolidado: Última modificación el 06 de diciembre de 2018

■ Ley 19/2015, de 13 de julio, de medidas de reforma administrativa en el ámbito de la
Administración de Justicia y del Registro Civil, que modifica la Ley 20/2011, de 21 de julio.
Texto consolidado: Última modificación el 04 de julio de 2018 

■ Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
Texto consolidado: Última modificación: 29 de julio de 2015 
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■ Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1
de julio, del Poder Judicial. Texto consolidado: Última modificación: sin modificaciones 

■ Ley 25/2007, de 18 de octubre, de Conservación de Datos relativos a las Comunicacio-
nes Electrónicas y a las Redes Públicas de Comunicaciones. Texto consolidado: Última mo-
dificación: 10 de mayo 2014 

■ Resolución de 18 de febrero de 2015, de la Dirección General de Asistencia Sanitaria y
Resultados en Salud del Servicio Andaluz de Salud, sobre delegación de competencias para
la resolución de procedimientos para el ejercicio de los derechos de acceso, rectificación,
cancelación y oposición de datos de carácter personal contenidos en ficheros de historias
clínicas. (BOJA núm. 42 de 03/03/2015)  Interno 

■ Resolución 184/2003, de 3 de marzo, del Servicio Andaluz de Salud, “Instrucciones sobre
el procedimiento de ordenación y gestión de la documentación clínica en centros asisten-
ciales del Servicio Andaluz de Salud” Interno 

Artículos publicados

 ■ 11/02/2020 Actualizado el procedimiento: Peticiones formuladas por los cuerpos y fuer-
zas de seguridad del Estado 

■ 16/01/2019 Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales
y garantía de los derechos digitales. Inclusión en los procedimientos 

■ 18/11/2016 Incorporación del procedimiento para atender las peticiones formuladas por
los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado “.

Sexto. Propuesta de resolución. (art. 89 LPAC). 

1. Finalizada la instrucción del procedimiento, se procedió a realizar la correspondiente propuesta
de resolución, estableciendo el plazo de diez días para la formulación de alegaciones, de conformi-
dad con el artículo 89.2 LPACAP y en relación con el artículo 73.1 de la misma norma.

2. Notificada la propuesta de resolución al órgano reclamado el 19 de mayo de 2026, éste no
presentó alegaciones. 

HECHOS PROBADOS

De los documentos obrantes en el expediente y de las actuaciones practicadas, pueden conside-
rarse como hechos probados:

Único. Que la entidad reclamada comunicó datos de salud de la historial clínica de la persona re-
clamante a la Policía Local en el marco de una investigación penal relacionada con un accidente
de tráfico sin que conste autorización judicial. La misma tiene lugar el dd/mm/aa por parte del per-
sonal del centro de salud de nnn, centro donde fue atendido, a la Policía Local de la misma locali -
dad. Concretamente el informe de asistencia y los “antecedentes por haber sido tratado anterior-
mente [...]  y [especialidad médica] por [causa del tratamiento]”.
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Además se aporta al atestado un “Informe de alta de urgencia” del  Hospital nnn, correspondiente
a dd/mm/aa, relativo a los antecedentes anteriores y “Copia de documentos donde se relaciona
medicación actual”.

Los datos y documentos citados fueron, posteriormente y sin dilación, aportados por la Policía Lo-
cal en el atestado dirigido al órgano judicial del orden penal correspondiente, Juzgado de Instruc-
ción nº n de Huelva.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

Primero. Sobre la competencia.

1. De conformidad con lo previsto en el artículo 57.1 y 64.2 LOPDGDD y el artículo 43.1 LTPA en re-
lación con el artículo 3.1 LTPA corresponde a este Consejo como autoridad autonómica de protec-
ción de datos personales y dentro de su ámbito competencial, el ejercicio de la potestad sancio-
nadora y de los poderes previstos en el artículo 58 RGPD. 

2.  La competencia para la adopción de esta resolución reside en el Director, conforme al art. 48.1.h)
LTPA y el art. 10.3.i) Estatutos.

3. Debe destacarse a su vez que, en virtud del artículo 16.5 del Decreto 434/2015, de 29 de sep-
tiembre, por el que se aprueban los Estatutos del Consejo de Transparencia y Protección de Datos
de Andalucía, “[e]l personal funcionario del Consejo, cuando realice funciones de investigación en
materias propias de la competencia del Consejo, tendrá el carácter de agente de la autoridad”,
con las consecuencias que de aquí se derivan para los sujetos obligados en relación con la puesta
a disposición de la información que les sea requerida en el curso de tales funciones investigado-
ras.

4. Este procedimiento se inicia como consecuencia de una presunta vulneración de la normativa de
protección de datos por parte de una entidad bajo el control del Consejo en lo que respecta al
cumplimiento de dicha normativa. Por ello, en el presente caso, solo serán analizadas y valoradas
aquellas cuestiones planteadas por el reclamante, en relación con la materia de protección de da-
tos personales, que queden incluidas dentro de la esfera de responsabilidad de la mencionada en-
tidad. 

Segundo. Sobre el tratamiento de datos personales. 

1. El Art. 2.1. RGPD dispone: “[e]l presente Reglamento se aplica al tratamiento total o parcialmente
automatizado de datos personales, así como al tratamiento no automatizado de datos personales
contenidos o destinados a ser incluidos en un fichero”.

2. El Art. 4.1 RGPD  define «dato personal» como “[t]oda información sobre una persona física
identificada o identificable («el interesado»); se considerará persona física identificable toda
persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante
un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de identificación, datos de localiza-
ción, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la identidad física, fisiológi-
ca, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona”.

Los  datos personales a los que se refiere la denuncia son categorías especiales de datos
(salud).

Página 9 de 20. Resolución RPS-2026/040, de 08 de junio - PS-2025/041 - RCO-2023/159      
www.ctpdandalucia.es



Documento apto para ser publicado en el Portal del Consejo

3. De acuerdo con el Art. 4.2 RGPD, el tratamiento de datos personales es “cualquier operación
o conjunto de operaciones realizadas sobre datos personales o conjuntos de datos personales,
ya  sea  por  procedimientos  automatizados  o  no,  como la  recogida,  registro,  organización,
estructuración,  conservación,  adaptación  o  modificación,  extracción,  consulta,  utilización,
comunicación  por  transmisión,  difusión  o  cualquier  otra  forma de  habilitación  de acceso,
cotejo o interconexión, limitación, supresión o destrucción”.

En este caso, el tratamiento relacionado con la reclamación es la comunicación de datos de
salud contenidas en la historia clínica del reclamante a la policía local por parte del órgano re-
clamado.

En relación a las operaciones de tratamiento realizadas la entidad reclamada dispone de Re-
gistro de Actividades de Tratamiento, habiendo informado que aquellas operaciones se en-
marcarían en la actividad de tratamiento es “Historia de Salud del Sistema Sanitario Público
de Andalucía.”

4. Por último el  Art.  4.7 RGPD considera responsable  del  tratamiento a aquella  “…autoridad
pública, servicio u otro organismo que, solo o junto con otros, determine los fines y medios
del tratamiento…” 

El responsable de los tratamientos es la Dirección General de Asistencia Sanitaria y Resulta-
dos en Salud del Servicio Andaluz de Salud.

Tercero. Sobre la calificación jurídica de los hechos.

 1. Preceptos infringidos. 

El artículo 6.1 el RGPD establece que:

“1. El tratamiento solo será lícito si se cumple al menos una de las siguientes condiciones:
a) el interesado dio su consentimiento para el tratamiento de sus datos personales para
uno o varios fines específicos;
b) el tratamiento es necesario para la ejecución de un contrato en el que el interesado es
parte o para la aplicación a petición de este de medidas precontractuales;
c) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable al
responsable del tratamiento;
d) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra per-
sona física;
e) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en interés pú-
blico o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento;
f) el tratamiento es necesario para la satisfacción de intereses legítimos perseguidos por el
responsable del tratamiento o por un tercero, siempre que sobre dichos intereses no pre-
valezcan los intereses o los derechos y libertades fundamentales del interesado que re-
quieran la protección de datos personales, en particular cuando el interesado sea un niño.
Lo dispuesto en la letra f) del párrafo primero no será de aplicación al tratamiento realiza-
do por las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones”.

Y el apartado 3 del mismo precepto establece:
 

“3. La base del tratamiento indicado en el apartado 1, letras c) y e), deberá ser establecida
por:
a) el Derecho de la Unión, o
b) el Derecho de los Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento.
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La finalidad del tratamiento deberá quedar determinada en dicha base jurídica […]”

En relación con dicha disposición del RGPD, debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el artículo
8, «Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes públicos»,
de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de
los derechos digitales (en adelante, LOPDGDD):

“1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimien-
to de una obligación legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo
6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así lo prevea una norma de Derecho de la
Unión Europea o una norma con rango de
ley, que podrá determinar las condiciones generales del tratamiento y los tipos de datos
objeto del mismo así como las cesiones que procedan como consecuencia del cumplimien-
to de la obligación legal. Dicha norma podrá igualmente imponer condiciones especiales al
tratamiento, tales como la adopción de medidas adicionales de seguridad u otras estable-
cidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 2016/679.

2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento
de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos
al  responsable,  en  los  términos  previstos  en  el  artículo  6.1  e)  del  Reglamento  (UE)
2016/679, cuando derive de una competencia atribuida por una norma con rango de ley”.

Por su parte el artículo 24 RGPD se refiere a la “responsabilidad del responsable del tratamien-
to”, en su apartado primero dispone que “(t)eniendo en cuenta la naturaleza , el ámbito , el
contexto y los fines del tratamiento así como los riesgos de diversa probabilidad y gravedad
para los derechos y libertades de las personas físicas , el responsable del tratamiento aplicará
medidas técnicas y organizativas apropiadas a fin de garantizar y poder demostrar que el tra-
tamiento es conforme con el presente Reglamento . Dichas medidas se revisarán y actualiza-
rán cuando sea necesario .”.

 2. Consideraciones jurídicas sobre la existencia de infracción. 

De acuerdo con la normativa citada, cabe manifestar que el tratamiento de datos personales
que supone la comunicación de los datos que integran la historia clínica a los Cuerpos y Fuer-
zas de Seguridad que ejerzan funciones de Policía Judicial debe realizarse conforme al principio
de licitud previsto en el artículo 5.1.a) del RGPD, cumpliendo con las condiciones del artículo
6.1, apartado c) del RGPD, y del artículo 8 de la LOPDGDD.

Al respecto, los apartados 1 y 2 del artículo 7 de la L0 7/2021, bajo el epígrafe “Deber de cola-
boración”, establece una obligación para las Administraciones Públicas manifestada en los si-
guientes términos:

“[...] Artículo 7. Deber de colaboración.
1. Las Administraciones públicas, así como cualquier persona física o jurídica, proporciona-
rán a las autoridades judiciales, al Ministerio Fiscal o a la Policía Judicial los datos, informes,
antecedentes y justificantes que les soliciten y que sean necesarios para la investigación y
enjuiciamiento de infracciones penales o para la ejecución de las penas. La petición de la
Policía Judicial se deberá ajustar exclusivamente al ejercicio de las funciones que le enco-
mienda el artículo 549.1 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio y deberá efectuarse siem-
pre de forma motivada, concreta y específica, dando cuenta en todo caso a la autoridad ju-
dicial y fiscal.
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La comunicación de datos, informes, antecedentes y justificantes por la Administración Tri-
butaria, la Administración de la Seguridad Social y la Inspección de Trabajo y Seguridad So-
cial, se efectuará de acuerdo con su legislación respectiva.

2. En los restantes casos, las Administraciones públicas, así como cualquier persona física o
jurídica, proporcionarán los datos, informes, antecedentes y justificantes a las autoridades
competentes que los soliciten, siempre que estos sean necesarios para el desarrollo especí-
fico de sus misiones para la prevención, detección e investigación de infracciones penales
y para la prevención y protección frente a un peligro real y grave para la seguridad pública.
La petición de la autoridad competente deberá ser concreta y específica y contener la moti-
vación que acredite su relación con los indicados supuestos.

Sin embargo, el apartado 3 del citado artículo excepciona la aplicación de los dos apartados
anteriores cuando "legalmente sea exigible la autorización judicial para recabar los datos ne-
cesarios para el cumplimiento de los fines del artículo 1". Es precisamente el artículo 16.3 LAP
el que impone esa exigencia para el supuesto que nos ocupa: el acceso a la historia clínica con
fines judiciales, cuando se pretenda la unificación de los datos identificativos con los datos cli-
nicoasistenciales, esto es, cuando se reclame información referida a una persona identificada
con sus datos de salud asociados, requiere autorización judicial expresa y se limita estricta-
mente a los fines específicos de cada caso. En consecuencia, cuando la solicitud policial afecta
a datos identificativos y clinicoasistenciales unidos bajo la identidad de una persona concreta,
los apartados 1 y 2 del artículo 7 LO 7/2021 no resultan de aplicación: la autorización judicial
es el único cauce habilitante para la comunicación, conforme a lo que exigen de forma armóni-
ca el artículo 7.3 LO 7/2021 y el artículo 16.3 LAP.

Por su parte, el artículo 16 de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la au-
tonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documenta-
ción clínica, en adelante LAP. Dicho precepto señala:

“[...]1. La historia clínica es un instrumento destinado fundamentalmente a garantizar una
asistencia adecuada al paciente. Los profesionales asistenciales del centro que realizan el
diagnóstico o el tratamiento del paciente tienen acceso a la historia clínica de éste como
instrumento fundamental para su adecuada asistencia.

[...]

3. El acceso a la historia clínica con fines judiciales, epidemiológicos, de salud pública, de
investigación o de docencia, se rige por lo dispuesto en la legislación vigente en materia de
protección de datos personales, y en la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y
demás normas de aplicación en cada caso. El acceso a la historia clínica con estos fines
obliga a preservar los datos de identificación personal del paciente, separados de los de ca-
rácter clinicoasistencial, de manera que, como regla general, quede asegurado el anonima-
to, salvo que el propio paciente haya dado su consentimiento para no separarlos.

Se exceptúan los supuestos de investigación previstos en el apartado 2 de la Disposición
adicional decimoséptima de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y Garantía
de los Derechos Digitales.

Asimismo se exceptúan los supuestos de investigación de la autoridad judicial en los que
se considere imprescindible la unificación de los datos identificativos con los clinicoasisten-
ciales, en los cuales se estará a lo que dispongan los jueces y tribunales en el proceso co-
rrespondiente. El acceso a los datos y documentos de la historia clínica queda limitado es-
trictamente a los fines específicos de cada caso.
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[...] “.

A tenor de lo indicado en este último párrafo, puesto que resulta imprescindible y acorde con
la finalidad de detección, investigación y enjuiciamiento de las infracciones penales, que los
datos identificativos y clínico-asistenciales que figuren en la documentación que compone la
historia clínica estén unificados, se evidencia que, en tal caso, el acceso a esta debe producir-
se mediante una autorización judicial que contenga las concretas disposiciones para articular-
lo, dejando por tanto inaplicados los supuestos del deber de colaboración que se regulan en los
dos primeros apartados del artículo 7 de la LO 7/2021.

En consecuencia, de la aplicación armónica y conjunta de las normas de rango legal anterior-
mente citadas, se infiere la existencia de una obligación para los centros, servicios y estableci-
mientos sanitarios que integran el Sistema Sanitario Público de Andalucía. El cumplimiento de
esta obligación justifica la necesidad del tratamiento consistente en la comunicación de los da-
tos de la historia clínica a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que así lo hayan requerido en el
ejercicio de funciones de Policía Judicial, siempre que dicho requerimiento se ampare en una
autorización judicial expresa, entendiéndose con ello adecuadamente cumplido el principio de
licitud del tratamiento acudiendo a la base legitimadora del artículo 6.1.c) del RGPD.

Semejante conclusión encuentra un relevante apoyo jurisprudencial constituido por la Senten-
cia  del  Tribunal  Supremo,  Sala  de  lo  Penal,  de  16  de  diciembre  de  2022  (recurso  n.º
10245/2022), que estima uno de los motivos del recurso de casación interpuesto por quebran-
to del derecho a la tutela judicial efectiva y a la presunción de inocencia, por la obtención de
una de las pruebas de cargo consistente en el acceso por parte de agentes policiales, sin auto-
rización del titular del derecho y sin autorización judicial, a los datos recogidos en el historial
médico hospitalario, obteniendo la identidad y los datos de incriminación que llevaron a la con-
dena de uno de los acusados.

      En este sentido señala:

“[…]
1.7.2. Esta dual realidad regulatoria, esto es, la que contempla el tratamiento de los datos
de salud (que  incluye la cesión) recogidos y conservados por los centros hospitalarios, por
un lado, y la que contempla el tratamiento de datos personales (incluyendo su recogida)
por parte de las autoridades competentes para la investigación y enjuiciamiento de infrac-
ciones penales, se plasma también en nuestro ordenamiento jurídico interno.

A. La primera de ellas se reflejó en la LO 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Da-
tos de Carácter Personal. Una norma que quedó derogada y fue sustituida por la vigente LO
3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos
digitales, en vigor cuando acaecieron los hechos que analizamos en esta sentencia.

En esta última, el artículo 8 dispone que el tratamiento de los datos personales (la cesión
de los datos realizada por los centros sanitarios , en lo que a este supuesto interesa) sólo
podrá considerarse fundada: a) cuando se cumpla con una obligación legal exigible al res-
ponsable, en los términos previstos en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679; b)
cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión Europea o c) cuando lo haga una
norma con rango de ley de carácter interno, la cual podrá determinar los tipos de datos ob-
jeto de tratamiento, sus condiciones generales de ejercicio y cuándo son procedentes las
cesiones de los mismos en cumplimiento de la obligación legal, pudiéndose también impo-
ner medidas adicionales de seguridad para el tratamiento.
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Una regulación de la cesión que, en nuestro ordenamiento jurídico interno, se recoge en la
Ley 41/2002, de 14 de noviembre, la cual, no sólo regula la autonomía del paciente, sino
que hace expresa referencia, incluso en su título, a los derechos y obligaciones en materia
de información y documentación clínica.

Y dicha ley, en su artículo 16.3, recoge que el acceso a la historia clínica con fines judicia-
les, epidemiológicos, de salud pública, de investigación o de docencia, se rige por lo dis-
puesto en la legislación vigente en materia de protección de datos personales y en la Ley
14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad y demás normas de aplicación en cada caso.
Pero detalla que el acceso a la historia clínica con estos fines (incluido el judicial), "obliga a
preservar los datos de identificación personal del paciente, separados de los de carácter
clínico asistencial, de manera que, como regla general, quede asegurado el anonimato, sal-
vo que el propio paciente haya dado su consentimiento para no separarlos".

En el mismo precepto se recogen, sin embargo, una serie de excepciones a la anonimicidad
de los datos. Son los casos en que la ocultación de identidad resulta inconveniente para
una investigación en salud o para la prevención de un riesgo grave para la salud de la po-
blación, a los que se añade "los supuestos de investigación de la autoridad judicial en los
que se considere imprescindible la unificación de los datos identificativos con los clinicoa-
sistenciales". Para estos supuestos, el artículo 16 dispone que "se estará a lo que dispon-
gan los jueces y tribunales en el proceso correspondiente", aun añadiendo que el acceso a
los datos y documentos de la historia clínica quedará limitado estrictamente a los fines es-
pecíficos de cada caso.

Así pues, ninguna objeción se establece, desde un plano de legalidad ordinaria, a que los
datos personales, incluso los médicos cuando estén anonimizados, puedan ser cedidos por
los centros sanitarios para una investigación policial, incluso más allá de una investigación
concreta y específica.

Pero la ley interna española, de conformidad con las posibilidades otorgadas por el ordena-
miento comunitario, impone que exista una autorización judicial y que esté específicamen-
te dirigida a un procedimiento de investigación concreto, cuando se pretendan los datos cli-
nicoasistenciales correspondientes a un determinado e identificado individuo.

B. La segunda realidad regulatoria deriva de la trasposición a nuestro Derecho interno de la
Directiva (UE)2016/680, recientemente abordada por la LO 7/2021, de 26 de mayo, de pro-
tección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y
enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales.

En ella se regula el régimen de protección de los datos de carácter personal tratados por
las autoridades competentes en materia de prevención, detección, investigación y enjuicia-
miento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, lo que incluye la ad-
quisición y utilización de esos datos [art. 1 y 5.b)] por este sector de la Administración.

La ley, a los efectos de su regulación, no sólo considera autoridad competente a las Autori-
dades judiciales del orden jurisdiccional penal y al Ministerio Fiscal, sino que expresamente
menciona como Autoridad competente para el tratamiento de datos a las Fuerzas y Cuer-
pos de Seguridad; a las Administraciones Penitenciarias;a la Dirección Adjunta de Vigilancia
Aduanera de la Agencia Estatal de Administración Tributaria; al Servicio Ejecutivo de la Co-
misión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias; y a la Comisión-
de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo (art. 4).
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Y conforme con ello, en su artículo 7.1, contempla que las Administraciones públicas, así
como cualquier persona física o jurídica, tienen el deber de proporcionar a las autoridades
judiciales, al Ministerio Fiscal o a la Policía Judicial, los datos, informes, antecedentes y jus-
tificantes que les soliciten y que sean necesarios para la investigación y el enjuiciamiento
de infracciones penales o para la ejecución de las penas.

De ese modo, recoge como posible la petición de datos personales por los Cuerpos y Fuer-
zas de Seguridad,si bien exige que se ajuste al ejercicio de las funciones de policía judicial
que le encomienda el artículo 549.1de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, exigiendo,
además, que la reclamación se efectúe de forma motivada,concreta y específica e infor-
mando en todo caso a la autoridad judicial y fiscal.

Sin embargo, la reciente regulación define que la adquisición de datos por los agentes poli-
ciales no es ilimitada,disponiendo el mismo precepto (art. 7.3) que la autorización a los fun-
cionarios policiales no resulta de aplicación "cuando legalmente sea exigible la autorización
judicial para recabar los datos necesarios para el cumplimiento de los fines del artículo 1".

Una remisión legal que impone la autorización judicial expresa en los supuestos contempla-
dos en el artículo 16  de la Ley 41/2002, esto es, cuando se trata de recoger y tratar datos
no anonimizados que pertenezcan a la Administración sanitaria o a los prestadores de ser-
vicios de salud, esto es, cuando se reclamen datos identificativos y clinicoasistenciales uni-
ficados.

1.8. Pese a la actual exigencia de autorización judicial para que los responsables de los da-
tos médicos no anonimizados puedan cederlos y para que los Cuerpos y Fuerzas de Seguri-
dad puedan recogerlos a fin de investigar un delito, la reciente LO 7/2021 sí ha introducido
una novedad legislativa respecto del régimen normativo existente hasta la trasposición de
la Directiva.

La Disposición Transitoria Cuarta de la Ley Orgánica 3/2018, de Protección de datos, con-
templaba  expresamente  que  los  tratamientos  de  datos  sometidos  a  la  Directiva  (UE)
2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, es decir, los datos
de personas físicas que resultaban precisos para la prevención, investigación, detección o
enjuiciamiento de infracciones penales o para la ejecución de sanciones penales, debían
continuar rigiéndose por la derogada Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protec-
ción de datos, y en particular por su artículo 22, mientras no entrara en vigor la norma que
traspusiera al Derecho español lo dispuesto en la citada Directiva.

De este modo, se establecía una autorización general para la adquisición de los datos per-
sonales que fueran precisos para la seguridad pública y la persecución criminal, al disponer
el artículo 22.2 de la LO 15/1999 que"la recogida y tratamiento para fines policiales de da-
tos de carácter personal por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad sin consentimiento de las
personas afectadas están limitados a aquellos supuestos y categorías de datos que resul-
ten necesarios para la prevención de un peligro real para la seguridad pública o para la re-
presión de infracciones penales, debiendo ser almacenados en ficheros específicos estable-
cidos al efecto,que deberán clasificarse por categorías en función de su grado de fiabili-
dad".

Pero se definía una restricción para la adquisición de datos que, por su naturaleza, mere-
cían una especial protección. En concreto, la norma disponía que los datos de carácter per-
sonal que revelan la ideología, la afiliación sindical, la religión o las creencias, así como los
que hicieran referencia al origen racial, a la salud (que aquí analizamos) o a la vida sexual,
aunque podían recogerse y tratarse por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, únicamente
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podían serlo cuando se mostraran absolutamente necesarios para los fines de una investi-
gación concreta, sin perjuicio del control de legalidad posterior.

1.9. Con todo lo expuesto, aunque en el periodo enjuiciado el tratamiento policial de los da-
tos médicos correspondientes a un individuo podía abordarse si era "absolutamente nece-
sario para los fines de una investigación concreta", y no existía una previsión específica
que impusiera la previa autorización judicial que actualmente impone la LO 7/2021, esta ju-
risdiccionalidad de la actuación investigativa venía fijada por la doctrina constitucional re-
flejada en las SSTC 206/2007 y 142/2012, anteriormente analizadas.

1.10. Ello determina la nulidad de la actuación de investigación que hoy supervisamos.

Los agentes policiales, sin autorización del titular del derecho y sin autorización judicial, ac-
cedieron a los datos recogidos en el historial médico hospitalario, obteniendo la identidad y
los datos de incriminación que llevan a su condena.
En concreto, en el historial se recogían las lesiones que determinaron a que el acusado -po-
cos días después del asalto- acudiera al servicio de urgencias del hospital. Además de las
lesiones objetivas que observó el médico, el parte recogía la manifestación del paciente so-
bre cómo se habían causado, en concreto, que sufrió las lesiones como consecuencia de
haber sido golpeado en el hombro con una maza y por haber sufrido después un accidente
de tráfico, hechos que coincidían con la descripción del enfrentamiento mantenido con una
de sus víctimas y con la localización del coche accidentado en el que habían huido.
Y del mismo parte se obtuvieron los dos datos de asignación de responsabilidad al recu-
rrente y que la investigación no pudo obtener por ninguna otra vía: a) En primer lugar, la
identidad del individuo que presentaba las sugestivas lesiones y b) El número telefónico
que permitió vincular al paciente con los hechos. [...]”.

Por otro lado, los datos comunicados integran la historia clínica del reclamante y constituyen
categorías especiales de datos, sujetas a la protección reforzada del artículo 9 RGPD. Su apar-
tado 1 prohíbe, con carácter general, el tratamiento de los datos relativos a la salud, y esa
prohibición solo se levanta cuando concurre alguna de las circunstancias enumeradas en el
apartado 2. En el presente caso, la única excepción relacionada con el contexto, prevista en la
letra f) para el tratamiento necesario "cuando los tribunales actúen en ejercicio de su función
judicial", no resulta aplicable, pues la comunicación no se produjo en el marco de una actua-
ción jurisdiccional ni al amparo de resolución judicial alguna, sino a instancia directa de la Poli-
cía Local. Tampoco concurre ninguna otra de las excepciones del citado apartado. La naturale-
za especialmente protegida de los datos refuerza la conclusión ya alcanzada, en la medida en
que la ausencia de base habilitante conforme al artículo 6 RGPD no puede suplirse por la vía
del artículo 9 RGPD.

Igualmente, se considera que el protocolo de 2017 utilizado por el órgano reclamado para ca-
sos como el que nos ocupa, no tiene en cuenta la normativa actualmente vigente que data de
2021.

 3. Valoración de las alegaciones al acuerdo de inicio, pruebas practicadas o medidas provisiona-
les.

El órgano reclamado, en sus alegaciones al acuerdo de inicio, se remite a sus escritos anterio-
res y aporta un protocolo denominado "Peticiones formuladas por los cuerpos y fuerzas de se-
guridad del Estado", con fecha de actualización de 1 de marzo de 2023.

Respecto a la ratificación de posiciones anteriores, procede reiterar la conclusión alcanzada en
el apartado precedente: no existiendo autorización judicial ni consentimiento del reclamante,
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la comunicación de datos de salud identificativos y clinicoasistenciales a la Policía Local care-
cía de base jurídica habilitante conforme al artículo 6.1 RGPD, en relación con los artículos 7.3
LO 7/2021 y 16.3 LAP.

En cuanto al protocolo aportado, su examen revela que admite dos vías diferenciadas para la
comunicación de datos de salud a las fuerzas y cuerpos de seguridad: la petición directa de es-
tas, con requisitos de especificidad y motivación, y el requerimiento judicial. Ese planteamien-
to es contrario al marco normativo vigente. Como se ha razonado, el artículo 16.3 LAP, en su
lectura conjunta con el artículo 7.3 LO 7/2021, exige que cuando la solicitud policial afecte a
datos identificativos y clinicoasistenciales unificados de una persona concreta, la comunicación
quede supeditada en todo caso a autorización judicial expresa. La vía de petición directa de las
fuerzas y cuerpos de seguridad, sin ese respaldo judicial, no constituye base jurídica suficiente
para este tipo de cesión, con independencia de los requisitos formales que la acompañen.

Esta deficiencia es especialmente significativa si se tiene en cuenta que el protocolo tiene fe-
cha de actualización de marzo de 2023, posterior a la entrada en vigor de la LO 7/2021, de 26
de mayo, cuyo artículo 7.3 tiene un impacto determinante sobre el régimen de cesión de datos
sanitarios a las fuerzas de seguridad. El protocolo no menciona esa norma en su apartado de
normativa aplicable, ni refleja sus consecuencias en el apartado de tramitación. Ello evidencia
que la actualización de 2023 no incorporó los cambios exigidos por el marco legal vigente, por
lo que el protocolo no puede ser considerado como medida correctiva de la infracción declara-
da.

De acuerdo con todo lo expuesto, las alegaciones presentadas no desvirtúan el contenido es-
encial de la infracción cometida ni suponen causa de justificación o exculpación suficiente.

3.5 Tipificación. 

Los hechos atribuidos al órgano incoado, por las razones expuestas, suponen las siguientes
infracciones a la normativa de protección de datos personales: 

El incumplimiento de las disposiciones relativas a "los principios básicos para el tratamiento,
incluidas las condiciones para el consentimiento a tenor de los artículos 5, 6, 7 y 9" del RGPD
tipificada en el artículo 83.5.a) RGPD; calificada a efectos de prescripción en la LOPDGDD como
infracción muy grave por vulneración sustancial del artículo 6 RGPD “Licitud del tratamiento”
y, en particular, en el artículo 72.1 b) LOPDGDD: 

“b) El tratamiento de datos personales sin que concurra alguna de las condiciones de 
licitud del tratamiento establecidas en el artículo 6 del Reglamento (UE) 2016/679.”.

En cuanto a la prescripción, el artículo 72.2 LOPDGDD fija un plazo de tres años para las 
infracciones consideradas muy graves. La conducta infractora consistió en la comunicación de 
los datos de salud del reclamante a la Policía Local, producida el 18 de agosto de 2022. Se 
trata de una infracción de tracto instantáneo, consumada en esa fecha, desde la que se inicia 
el cómputo del plazo conforme al artículo 30.2 LRJSP. La notificación del acuerdo de inicio al 
órgano reclamado, el 16 de junio de 2025, interrumpió la prescripción dentro de dicho plazo. 
La infracción no se encuentra, por tanto, prescrita.

Cuarto. Sobre la identificación de la entidad responsable (art. 89.3 LPAC).

De conformidad con lo previsto en el artículo 70.1 LOPDGDD, se identifica como entidad responsa-
ble de la infracción, a Dirección General de Atención Sanitaria y Resultados en Salud, del Servicio
Andaluz de Salud.
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Quinto.  Declaración de la  infracción y medidas a adoptar  (art.  77 LOPDGDD y 58.2
RGPD). 

1. El artículo 77 LOPDGDD establece el régimen sancionador aplicable a determinadas categorías
de responsables o encargados del tratamiento; incluyendo, entre otros a:

“
[...]d) Los organismos públicos y entidades de Derecho público vinculadas o dependientes
de las Administraciones Públicas.[…]”.

En el mencionado artículo, en su apartado 2, se señala que:

"Cuando los responsables o encargados enumerados en el apartado 1 cometiesen alguna
de las infracciones a las que se refieren los artículos 72 a 74 de esta ley orgánica, la auto-
ridad de protección de datos que resulte competente dictará resolución declarando la in-
fracción y estableciendo, en su caso, las medidas que proceda adoptar para que cese la
conducta o se corrijan los efectos de la infracción que se hubiese cometido, con excep-
ción de la prevista en el artículo 58.2.i del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016.[...]".

Así, de acuerdo con el artículo 77.2 LOPDGDD, procede declarar la infracción o infracciones an-
tes descritas.

2. Por otra parte, en relación con las medidas que proceda adoptar, el artículo 58.2 RGPD dispone
que:

“Cada autoridad de control dispondrá de todos los siguientes poderes correctivos indica-
dos a continuación: […]

d) ordenar al responsable o encargado del tratamiento que las operaciones de tratamien-
to se ajusten a las disposiciones del presente Reglamento, cuando proceda, de una deter-
minada manera y dentro de un plazo especificado;[…]”.

En el caso que nos ocupa procede ordenar a Dirección General de Atención Sanitaria y Resultados
en Salud: 

- Que adopte las medidas que proceda para que cese la conducta o se corrijan los efectos de la in-
fracción cometida y para evitar que se produzcan situaciones como la que ha dado origen a la re-
clamación que da origen a este procedimiento. Concretamente, con la adopción de un nuevo pro-
tocolo acorde con la doctrina expresada en este procedimiento.

 - Que remita al Consejo, en el plazo máximo de cuatro meses tras la notificación de la resolución
definitiva, la documentación acreditativa de las medidas adoptadas.

Sexto. Notificaciones y comunicaciones.
 
En relación con la notificación de la resolución del procedimiento sancionador, el artículo 77.2 LO-
PDGDD dispone que "[l]a resolución se notificará al responsable o encargado del tratamiento, al
órgano del que dependa jerárquicamente, en su caso, y a los afectados que tuvieran la condición
de interesado, en su caso".

Además, el artículo 77.4 LOPDGDD señala que "[s]e deberán comunicar a la autoridad de protec-
ción de datos las resoluciones que recaigan en relación con las medidas y actuaciones a que se re-
fieren los apartados anteriores", y el 77.5 LOPDGDD, que "[s]e comunicarán al Defensor del Pue-
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blo o, en su caso, a las instituciones análogas de las comunidades autónomas las actuaciones rea-
lizadas y las resoluciones dictadas al amparo de este artículo".

En consonancia con lo establecido en el artículo 50 LOPDGDD, la resolución que ponga fin al procedi-
miento se hará pública, disociando los datos que corresponda, una vez haya sido notificada a los inte-
resados.

En virtud de todo lo expuesto, el director del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Anda-
lucía dicta la siguiente,

RESOLUCIÓN

Primero. Declarar que la Dirección General de Asistencia Sanitaria y Resultados en Salud, con CIF
NNNNN, la cometido la siguiente infracción:

- Infracción tipificada en el art. 83.5.a) RGPD y calificada a efectos de prescripción como muy grave
en el artículo 72.1.b) LOPDGDD  por vulneración sustancial del del articulo 6 RGPD referido a la li-
citud del tratamiento en relación con la comunicación de datos de salud a la policía local sin base
jurídica legitimadora.

Segundo. 
 
Ordenar a Dirección General de Asistencia Sanitaria y Resultados en Salud en relación con las medidas
que proceda adoptar para que cese la conducta o se corrijan los efectos de la infracción que se hubie-
se cometido:

- Que adopte  las medidas que proceda para que cese la conducta o se corrijan los efectos de la
infracción cometida y para evitar que se reproduzcan situaciones como la que ha originado la re-
clamación. En concreto, mediante la adopción de un nuevo protocolo acorde con la doctrina ex-
presada en este procedimiento.

 - Que remita al Consejo, en el plazo máximo de cuatro meses tras la notificación de la resolución
definitiva, la documentación acreditativa de las medidas adoptadas.

Tercero.  Notificar la presente resolución a la Dirección General de Asistencia Sanitaria y Resultados
en Salud, como órgano responsable de la infracción, a la Dirección Gerencia del Servicio Andaluz de
Salud, como órgano del que depende jerárquicamente, y a los afectados que tuvieran la condición de
interesado.

Cuarto. Que se comunique la presente resolución al Defensor del Pueblo Andaluz, de conformidad con
lo establecido en el artículo 77.5 LOPDGDD

En consonancia con lo establecido en el artículo 50 LOPDGDD, la presente Resolución se hará pública,
disociando los datos que corresponda, una vez haya sido notificada a los interesados.

El incumplimiento de esta resolución podría comportar la comisión de la infracción considerada en el
artículo 72.1.m) LOPDGDD, sancionable de acuerdo con el artículo 58.2 RGPD. 

Contra esta Resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer recurso potestativo de re-
posición ante este Consejo, en el plazo de un mes, o interponer directamente recurso contencioso-ad-
ministrativo ante el Juzgado de lo Contencioso Administrativo de Sevilla que por turno corresponda, en
el plazo de dos meses, en ambos casos a contar desde el día siguiente al de su notificación, de confor-
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midad con lo dispuesto en los artículos 30.4, 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Proce-
dimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en los artículos 8.3 y 46.1 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

No obstante, al tratarse de un acto en materia de sanciones, el demandante podrá elegir alternativa-
mente interponer el citado recurso contencioso-administrativo ante el juzgado o el tribunal en cuya cir-
cunscripción tenga aquél su domicilio, siempre entendiendo esta elección limitada a la circunscripción
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, de conformidad con lo dispuesto en los apartados se-
gundo y tercero del artículo 14.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-administrativa.

Conforme a lo previsto en el art. 90.3.a) LPACAP, se podrá suspender cautelarmente la resolución fir-
me en vía administrativa si el interesado manifiesta ante este Consejo su intención de interponer re-
curso contencioso-administrativo y traslada al mismo, una vez interpuesto, la documentación que
acredite su presentación. Si el Consejo no tuviese conocimiento de la interposición del recurso conten-
cioso-administrativo en el plazo correspondiente o en dicho recurso no se solicitara la suspensión cau-
telar de la resolución, se daría por finalizada la mencionada suspensión.

EL DIRECTOR DEL CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS DE ANDALUCÍA

La resolución original consta firmada electrónicamente
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